	


SALA CONSTITUCIONAL 

Magistrada Ponente: LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

Expediente N° 05-0096

En fecha 18 de enero de 2005 se recibió en esta Sala el Oficio Nº CSCA-0001-2005 de fecha 10 de enero de 2005, anexo al cual la Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo remitió el expediente contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta por los abogados María Elena Rodríguez Márquez, Marino Alvarado Betancourt y María Gabriela Martínez, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los Nros. 35.463, 61.381 y 98.763, respectivamente, actuando en su carácter de apoderados judiciales del PROGRAMA VENEZOLANO DE EDUCACIÓN-ACCIÓN EN DERECHOS HUMANOS (PROVEA), contra el ciudadano Edgar Camejo, en su condición de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), con fundamento en la presunta violación de los derechos de petición, y a obtener oportuna y adecuada respuesta, consagrados en el artículo 51 de la Carta Magna.

En fecha 14 de diciembre de 2004, la Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo declaró con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta.

Mediante auto de fecha 20 de diciembre de 2004, el a quo oyó en un solo efecto la apelación interpuesta en fecha 16 de diciembre de 2004, por la abogada Miosotti Rodríguez, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 75.228, actuando en su carácter de apoderada judicial del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), contra la sentencia dictada en fecha 14 de diciembre de 2004, por la referida Corte.

En virtud de la reconstitución de la Sala y elegida su nueva Directiva, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia quedó integrada de la siguiente manera: Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño, Presidenta; Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero, Vicepresidente y los Magistrados Arcadio de Jesús Delgado, Pedro Rafael Rondón Haaz, Luis Velázquez Alvaray, Francisco Antonio Carrasquero López y Marcos Tulio Dugarte Padrón.

En fecha 20 de enero de 2005, se dio cuenta en Sala y se designó como ponente a la Magistrada Luisa Estella Morales Lamuño quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

I

DE LA ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL


La parte presuntamente agraviada fundamentó su acción, con base en los siguientes argumentos:


Que en fecha 27 de julio de 2004, el ciudadano Marino Alvarado Betancourt, en su condición de Coordinador del Área de Defensa del Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA), interpuso un escrito dirigido al ciudadano Edgar Camejo, en su carácter de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR).

Que dicho escrito fue recibido en fecha 28 de julio del mismo año, y en el mismo se solicitó al referido Presidente de FONDUR, que procediera a informarlos “(…) de manera oportuna y adecuada (…)” sobre: “1) ¿Cuál es el presupuesto asignado por Fondur en el presupuesto 2004 para invertir en el Proyecto habitacional Ciudad Miranda?; 2) ¿Cuántas viviendas se han entregado a las familias adjudicatarias durante el 2004 y cuántas se tiene previsto entregar en el 2004 y 2005?; 3) ¿Cuáles son las razones por las cuales se ha paralizado el proyecto habitacional Ciudad Miranda?; 4) ¿Cuáles van a ser los criterios para la entrega de las viviendas a lasa (sic) familias adjudicatarias?; 5) ¿Cuántos centros educativos y centros de atención de salud tiene proyecto (sic) construir con relación al complejo habitacional Ciudad Miranda?”.

Que desde la fecha de interposición del escrito de petición hasta la fecha de presentación del presente amparo constitucional no han obtenido del Presidente de FONDUR, ninguna respuesta con relación a la información solicitada, lapso el cual excede con creces los veinte (20) días para emitir la correspondiente respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.


Que el Presidente de FONDUR, en su condición de funcionario público, no cumplió con su deber, de dar oportuna y adecuada respuesta, al no haber respondido la referida solicitud, conculcándose de esta manera el artículo 51 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, derecho el cual “(…) ofrece como garantía un mecanismo de participación del particular en los asuntos públicos del Estado, al permitirle a toda persona la posibilidad de dirigir y presentar cualquier género de escritos, peticiones, solicitudes ante las autoridades y funcionarios (as) públicos (as) sin ningún tipo de restricciones, siempre que sean de su competencia”.

Que el derecho de petición ejercido de conformidad con el artículo 51 de la Carta Magna y 2 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, acarrea para toda autoridad competente ante la cual se ha interpuesto una petición, una obligación tangible de emitir una respuesta adecuada a todos los requerimientos elevados a su conocimiento.


Que “(…) en consecuencia la falta de respuesta por parte del ciudadano Presidente de Fondur, vulnera a la organización Provea, el derecho constitucional de petición en doble dimensión, ante la falta de respuesta dentro de los 20 días de presentada la petición y ante la falta de respuesta al requerimiento solicitado”.


Finalmente, solicitó que se ordene al ciudadano Edgar Camejo, en su condición de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), emitir respuesta a la petición que le efectuó la Organización PROVEA en fecha 27 de julio de 2004. 

II

DE LA SENTENCIA APELADA


El juez a quo fundamentó la decisión apelada, en los siguientes términos:


Que “(…) se desprende de la solicitud efectuada por la parte accionante y que consta en el presente expediente judicial de los folios siete (7) al nueve (9), que estamos en presencia de una petición de pronunciamiento de carácter genérico, que no requería por parte de la Administración de una sustanciación previa, conforme a un procedimiento establecido en la ley, ya que el deber del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR) consistía simplemente en emitir respuesta frente a determinadas interrogantes planteadas por la parte actora (PROVEA) y referidas a un hecho del que sólo la Administración, en este caso la parte accionada tenía o ha podido tener conocimiento”.


Que “(…) contrariamente a lo expuesto por la parte accionada, se observa que ante la falta de existencia de acto administrativo alguno mal podía la parte accionante hacer uso del ejercicio oportuno de los recursos administrativo –reconsideración y jerárquico- establecidos en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, frente a un acto que era inexistente; en virtud que dentro del procedimiento constitutivo o de primer grado no existió manifestación de voluntad (…) por parte de la Administración que hubiera podido ser objeto de impugnación alguna  (…)”.


Que “Del estudio efectuado al presente expediente, precisa esta Corte que en efecto consta de los folios siete (7) al nueve (9), escrito de petición suscrito por la Organización Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA), en la persona de su Coordinador Área de Defensa, dirigido en fecha 27 de julio de 2004, al Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano, ciudadano Edgar Camejo (…)”.


Que “Es de hacer notar que la representación de la parte accionada durante el acto de la audiencia oral y pública consignó escrito contentivo –a su decir- de la respuesta a las interrogantes formuladas por la parte accionante en su escrito de petición, las cuales constan por escrito del folio ciento cincuenta (150) al folio ciento cincuenta y tres (153) del presente expediente, no obstante del análisis exhaustivo de las mismas, puede concluir esta Corte que consistieron en respuestas genéricas e imprecisas, esto es, que no se adecuaron a las peticiones hechas por el Coordinador del Área de Defensa del Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA) en fecha 27 de julio de 2004, y por más decir que no cumple la pretendida respuesta con el extremo de oportunidad a que hacen referencia los artículos 51 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 2 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, al haber transcurrido más de cuatro (4) meses a contar desde la fecha de recepción de la referida solicitud (28 de julio de 2004) y la celebración de la audiencia constitucional de amparo, lapso este que como puede apreciar esta Corte, superó con creces el establecido en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”.


Que “(…) en razón de lo anteriormente expuesto (…), declara con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta (…). En consecuencia (…) ordena al ciudadano Edgar Camejo, en su condición de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), dar respuesta adecuada a la parte accionante dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la publicación del presente fallo, mediante consignación ante esta Corte, so pena de incurrir en desacato a la autoridad”. 

III

DE LA COMPETENCIA

En primer lugar, debe esta Sala determinar su competencia para conocer de la presente apelación, y a tal efecto observa:

En virtud de lo dispuesto en la sentencia de esta Sala Nº 1 del 20 de enero de 2000, caso: “Emery Mata Millán”, la cual resulta aplicable conforme a lo dispuesto en la Disposición Derogatoria, Transitoria y Final, literal b), de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en el artículo 5, numeral 19 eiusdem y, a tenor de lo establecido en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, resulta necesario reiterar que le corresponde a esta Sala Constitucional conocer las apelaciones y consultas de las sentencias provenientes de los Juzgados o Tribunales Superiores de la República -salvo los Contencioso Administrativos-, las Cortes de lo Contencioso Administrativo, las Cortes de Apelaciones en lo Penal, en tanto su conocimiento no estuviere atribuido a otro Tribunal, cuando ellos conozcan la acción de amparo en primera instancia.

Conforme lo anterior, visto que la decisión apelada fue dictada en materia de amparo constitucional por la Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo en fecha 14  de diciembre de 2004, esta Sala se declara competente para el conocimiento de la presente causa. Así se decide.

IV

MOTIVACIONES PARA DECIDIR


En la oportunidad de decidir, este Sala observa:

La Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo declaró con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta por considerar que “(…) la representación de la parte accionada durante el acto de la audiencia oral y pública consignó escrito contentivo –a su decir- de la respuesta a las interrogantes formuladas por la parte accionante en su escrito de petición (…), no obstante del análisis exhaustivo de las mismas, puede concluir esta Corte que consistieron en respuestas genéricas e imprecisas, esto es, que no se adecuaron a las peticiones hechas por el Coordinador del Área de Defensa del Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA) en fecha 27 de julio de 2004, y por más decir que no cumple la pretendida respuesta con el extremo de oportunidad a que hacen referencia los artículos 51 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y 2 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, al haber transcurrido más de cuatro (4) meses a contar desde la fecha de recepción de la referida solicitud (28 de julio de 2004) y la celebración de la audiencia constitucional de amparo, lapso este que como puede apreciar esta Corte, superó con creces el establecido en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos”.

En primer lugar, debe esta Sala indicar que en el caso de autos nos encontramos frente a una omisión de pronunciamiento genérica y no específica, en virtud de que la petición formulada por la representación judicial de la parte accionante tiene como efecto consecuencial una respuesta de la Administración, la cual no se encuentra predeterminada en una norma de rango legal, como un deber específico de ésta. Así pues, cuando ocurren casos como el de autos, donde se verifican omisiones genéricas, y donde el derecho a recibir respuesta se hace imperioso, surge como medio de protección la acción de amparo constitucional; no obstante existen situaciones, donde se verifican faltas de pronunciamiento cuya obligación de respuesta se encuentra expresamente establecida en una ley como una obligación específica y donde la misma establece de antemano frente a determinada circunstancia la decisión a tomar o la forma de verificar su satisfacción, casos estos donde estaremos hablando del llamado recurso por abstención o carencia, el cual no procede en el caso in commento.

Aclarado lo anterior, y reforzando la idoneidad de la acción de amparo constitucional para ventilar el asunto que nos ocupa, debe indicarse que ante la falta de respuesta que se verificaba para el momento de interposición de la presente acción de amparo constitucional, mal podía la parte accionante hacer uso del ejercicio oportuno de los recursos administrativos establecidos en la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, frente a un acto que le era inexistente, en virtud de que dentro del procedimiento de primer grado o constitutivo no existió manifestación de voluntad por parte de la Administración que hubiera podido ser objeto de impugnación alguna.

Precisado lo anterior, debe destacar esta Sala el contenido del artículo 51 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual dispone lo que de seguidas se expresa:

“Toda persona tiene el derecho de representar o dirigir peticiones ante cualquier autoridad, funcionario público o funcionaria pública sobre los asuntos que sean de la competencia de éstos o éstas, y de obtener oportuna y adecuada respuesta. Quienes violen este derecho serán sancionados o sancionadas conforme a la Ley, pudiendo ser destituidos o destituidas del cargo respectivo”. 

De la mencionada disposición se puede claramente desprender dos (2) derechos: i) derecho de representar o dirigir peticiones ante las autoridades públicas y; ii) derecho a obtener oportuna y adecuada respuesta, el segundo consecuencia tanto fáctica como jurídica del primero, en virtud de que ante la petición formulada por cualquier persona, tal como lo dispone el prenombrado artículo, debe el funcionario o autoridad competente emitir una respuesta.

En razón de lo anterior, se desprende que la violación al derecho de petición, oportuna y adecuada respuesta, se configura cuando se niega al individuo la posibilidad material de hacer llegar sus peticiones a la autoridad, bien porque se resista a admitir las peticiones, bien porque las rechace in limine, sin examen alguno, o bien porque las deje indefinidamente sin respuesta. 

Por otra parte, se entiende conculcado el derecho de petición, oportuna y adecuada respuesta, cuando la Administración, si bien da la respuesta, la misma no ha sido dada en el tiempo previsto para ello, convirtiéndose para el momento en que se dicta en inoportuna, o bien cuando la respuesta dada es impertinente e inadecuada, esto es, que no se ajusta a los parámetros a los cuales debió sujetarse. 

Ahora bien, de lo expuesto no debe afirmarse que la respuesta debe ser favorable para el administrado para así no resultar conculcado el derecho de petición, oportuna y adecuada respuesta ante el requerimiento formulado por el individuo, sino que la respuesta dada por la Administración debe ser, en primer lugar, oportuna en el tiempo, es decir, que la misma no resulte inoficiosa debido al largo transcurso desde la petición formulada hasta la respuesta obtenida y, en segundo lugar, la misma debe ser adecuadamente motivada de acuerdo a las diversas pretensiones solicitadas por el administrado, esto es, debe contener una congruente decisión de acuerdo a las circunstancias fácticas y jurídicas planteadas en el caso concreto.

Ahora bien, de los alegatos expuestos por la representación judicial de la parte accionante, se evidencia que la infracción constitucional denunciada consiste en la presunta omisión del ciudadano Edgar Camejo, en su condición de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), de emitir oportuna y adecuada respuesta a su petición de fecha 27 de julio de 2004, donde le solicitan procediera a informarlos sobre: “1) ¿Cuál es el presupuesto asignado por Fondur en el presupuesto 2004 para invertir en el Proyecto habitacional Ciudad Miranda?; 2) ¿Cuántas viviendas se han entregado a las familias adjudicatarias durante el 2004 y cuántas se tiene previsto entregar en el 2004 y 2005?; 3) ¿Cuáles son las razones por las cuales se ha paralizado el proyecto habitacional Ciudad Miranda?; 4) ¿Cuáles van a ser los criterios para la entrega de las viviendas a lasa (sic) familias adjudicatarias?; 5) ¿Cuántos centros educativos y centros de atención de salud tiene proyecto (sic) construir con relación al complejo habitacional Ciudad Miranda?”.
Del análisis del caso bajo examen, esta Sala observa que consta en las actas del expediente (folios 264 al 267), que el ciudadano Edgar Camejo, en su condición de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), mediante Oficio N° 1864 de fecha 10 de diciembre de 2004, dio respuesta a la solicitud formulada por la parte accionante y cuya falta de proveimiento oportuno, motivó la tutela constitucional incoada, en los siguientes términos: 

“Ciudadano:

Marino Alvarado Betancourt

Coordinador del Área de Defensa del Programa

Venezolano de Educación-Acción en Derechos

Humanos (PROVEA)

Se Despacho.
…omissis…

En atención a los requerimientos discriminados en su comunicación le informo que:

1° ‘¿Cuál es el presupuesto asignado a FONDUR en el presupuesto 2004 para invertir en el proyecto habitacional Ciudad Miranda?’. Los recursos autorizados  al Fondo Nacional de Desarrollo Urbano, son provenientes de la Ley Especial de Endeudamiento para el ejercicio fiscal 2004, asimismo los del presupuesto ordinario estipulados por el Ministerio de adscripción (Ministerio de Infraestructura para la época, hoy Ministerio de Estado para la Vivienda y el Hábitat), los cuales se asignan a programas presupuestarios por obras en general y no por obras particulares, existen en el Instituto partidas presupuestarias, destinadas a la ejecución de obras contratadas. Lo que quiere decir que para el desarrollo habitacional supra mencionado no se fija un monto para las obras a contratar. No obstante la inversión total en ese urbanismo durante el año en curso es de Bs. 151.178.000.000,00 cuyo monto ha sido ejecutado a través del Programa ‘Construcción Nacional de Viviendas’.

2° ‘¿Cuántas viviendas se han entregado a las familias adjudicatarias durante el año 2004 y cuántas se tiene previsto entregar en el 2005?’. (…) sumando un total de 338 personas favorecidas en el Desarrollo Habitacional ‘Ciudad Miranda’ durante el año 2004 (…). Así las cosas, se tiene proyectado para el año 2005 la ejecución de 1470 viviendas (…).

3° ‘¿Cuáles son las razones por las cuales ha paralizado el proyecto habitacional ‘Ciudad Miranda?’. La ejecución del proyecto estuvo afectado por el paro petrolero del año 2002, razones de hecho públicas y notorias que condujo a la insuficiencia de materiales básicos para la consecución del mismo y una vez finalizado el paro se encontró este ente, con otros inconvenientes para la ejecución de obras a nivel nacional, que es lo relativo al aumento de los costos de los rubros de construcción y la merma de los recursos, acarreando reducciones de metas o atrasos en la entregas de viviendas (…).

4° ‘¿Cuáles van a ser los criterios para la entrega de viviendas a las familias adjudicatarias?’.(…) la entrega de dichas viviendas se hará efectiva sólo a aquellas familias que nunca han sido beneficiarias con una otorgada por Estado (sic), a tenor de lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente, vale decir, la ley que regula el subsistema de vivienda y política habitacional, en concordancia con el sistema de elegibilidad previstos en las normas de operaciones de la citada ley, estos beneficiarios no deben haber sido patrocinados con un crédito hipotecario para la adquisición de una vivienda principal por parte del sector privado.

5° ‘¿Cuántos centros educacionales y centros de atención de salud tiene proyectado construir con relación al complejo habitacional Ciudad Miranda?’. En los actuales momentos, se ejecutan dos (2) centros educacionales, una escuela y un preescolar; el proyecto general contempla 2 escuelas, 1 liceo y 5 preescolares, asimismo en relación a la inclusión de centros asistenciales se tiene previsto un (1) ambulatorio en la tercera etapa, aun no iniciada (…)” (Negrillas del acto).

La anterior situación indica que ha cesado sobrevenidamente la circunstancia generadora de la presunta infracción constitucional en el presente caso, tal y como lo prevé el numeral 1 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, en los términos siguientes:

 

“Artículo 6. No se admitirá la acción de amparo:

 

…omissis…

 

1. Cuando hayan cesado la violación o amenaza de algún derecho o garantía constitucionales, que hubiesen podido causarla (...)”. 

 

De acuerdo a la norma transcrita, para que resulte admisible la acción de amparo es necesario que la lesión denunciada sea presente. La actualidad de la lesión es menester a fin de restablecer la situación jurídica que se alega infringida, lo cual constituye el objeto fundamental de este tipo de tutela constitucional.
 

En el caso bajo examen, el hecho denunciado como lesivo lo constituye una presunta falta de respuesta a la solicitud formulada por la Coordinación del Área de Defensa del Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA), por lo que, desde el mismo momento en que se dictó la respuesta correspondiente, cesó la lesión denunciada por la parte actora. 

En este sentido, se observa que al ser el derecho presuntamente violado el derecho de petición y de obtener oportuna y adecuada respuesta, esta Sala, en sentencia del 4 de abril de 2001 (Caso: Sociedad Mercantil Estación de Servicios Los Pinos, S.R.L.), señaló en cuanto al goce y garantía del mismo, lo siguiente:

 

“(…) Tal como lo exige el artículo 51 de la Constitución, toda persona tiene derecho a obtener una respuesta ‘oportuna’ y ‘adecuada’. Ahora bien, en cuanto a que la respuesta sea ‘oportuna’, esto se refiere a una condición de tiempo, es decir que la respuesta se produzca en el momento apropiado, evitando así que se haga inútil el fin de dicha respuesta. 

En cuanto a que la respuesta deba ser ‘adecuada’, esto se refiere a la correlación o adecuación de esa respuesta con la solicitud planteada. Que la respuesta sea adecuada en modo alguno se refiere a que ésta deba ser afirmativa o exenta de errores; lo que quiere decir la norma es que la respuesta debe tener relación directa con la solicitud planteada. En este sentido, lo que intenta proteger la Constitución a través del artículo 51, es que la autoridad o funcionario responsable responda oportunamente y que dicha respuesta se refiera específicamente al planteamiento realizado por el solicitante (…)”. 

Siendo así, estima esta Sala que la presunta violación constitucional alegada, consistente en la falta de oportuna y adecuada respuesta a la petición formulada, cesó al haber obtenido la accionante una respuesta –adecuada a criterio de esta Sala- a su petición y sin ser inútil en el momento de su emisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Por consiguiente, se debe declarar con lugar la apelación interpuesta por la parte accionada y revocarse el fallo del a quo.

En razón de las anteriores consideraciones, se declara sobrevenidamente la inadmisibilidad de la presente acción de amparo constitucional, a tenor de lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, toda vez que las presuntas violaciones cesaron al haberse dado respuesta a los pedimentos solicitados por la parte actora. Así se declara.

V

DECISIÓN

 

Por las razones que anteceden, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara CON LUGAR la apelación interpuesta y, en consecuencia, REVOCA el fallo apelado, y declara INADMISIBLE la acción de amparo constitucional interpuesta por los abogados María Elena Rodríguez Márquez, Marino Alvarado Betancourt y María Gabriela Martínez, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los Nros. 35.463, 61.381 y 98.763, respectivamente, actuando en su carácter de apoderados judiciales del PROGRAMA VENEZOLANO DE EDUCACIÓN-ACCIÓN EN DERECHOS HUMANOS (PROVEA), contra el ciudadano Edgar Camejo, en su condición de Presidente del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), con fundamento en la presunta violación de los derechos de petición, y a obtener oportuna y adecuada respuesta, consagrados en el artículo 51 de la Carta Magna.

Publíquese, regístrese y notifíquese. Remítase el expediente al Tribunal de origen. Déjese copia de la presente decisión.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  08  días del mes de  abril  de dos mil cinco (2005). Años: 194º de la Independencia y 146º de la Federación.

La Presidenta-Ponente

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

El Vicepresidente,
JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

 

Los Magistrados,

 ARCADIO DE JESÚS DELGADO ROSALES

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

LUIS VELÁZQUEZ ALVARAY

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ

MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

Exp. Nº AA50-T-2005-000096

LEML/f

Quien suscribe, JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO, emite su voto concurrente, por las siguientes razones:

1.- Quien suscribe está conforme con el dispositivo del fallo.

2.- Sin embargo, considera que el fallo ha debido analizar la legitimidad de la organización accionante, para incoar este amparo, como resultado de la supuesta violación del artículo 51 constitucional.

En efecto, toda persona tiene derecho de representar o dirigir peticiones ante cualquier autoridad, funcionario público o funcionaria pública.

Ahora bien, a juicio de quien concurre, tal derecho no es ilimitado, como podría interpretarse conforme a la expresión literal del citado artículo 51. La petición o representación tiene que versar sobre un objeto al cual tiene derecho a pedir el accionante.

Una persona –por ejemplo- no puede pedir al Ministerio de Defensa, o al del Interior y Justicia, informaciones sobre lo que está haciendo el Ministerio, en un campo general o en uno específico, si no tiene un interés legítimo en hacerlo. De aceptarse que el peticionante tiene derecho a obtener respuesta sobre asuntos que no le incumban, la labor de los entes públicos se vería entrabada por miles de representaciones sobre cualquier tema, entorpeciéndose así la función pública.

El artículo 51 comentado, exige que la petición se haga sobre asuntos de la competencia de la autoridad o del funcionario, lo que por lo pronto limita el campo del derecho de petición; pero a juicio de quien disiente, el peticionante tiene que tener un interés directo sobre lo que solicita.

Si el artículo 143 constitucional exige en los ciudadanos que solicitan información sobre el estado de las actuaciones de la administración pública, interés directo; el mismo interés tiene que exigirse a quien solicita cualquier información.

No basta ser una persona natural o jurídica defensora de los derechos humanos, ambientales, etc. Para tener interés directo en planes determinados y concretos, que atañen a grupos o a particulares, siendo necesario que quien peticiona o pide, tenga una relación directa con lo que pretende obtener.

Tal condición en el peticionante tiene que ser analizada tanto en el caso del artículo 51 constitucional, como en el del artículo 143 eiusdem, y ello era  impretermitible en el presente caso, y no se analizó.

De esta manera, quien suscribe concurre en el fallo que antecede.

Caracas, en la fecha ut-supra.

La Presidente de la Sala,

Luisa Estella Morales Lamuño

El Vicepresidente-Concurrente,

Jesús Eduardo Cabrera Romero

Los Magistrados,

Pedro Rafael Rondón Haaz

Luis V. Velázquez Alvaray

Francisco Carrasquero López

Marcos Tulio Dugarte Padrón

Arcadio Delgado Rosales

El Secretario,

José Leonardo Requena Cabello

EXP. Nº: 05-0096

J.E.C.R./

